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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 

SCI- 190-2009
16 de abril del 2009

	A:
	MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector 

	
	Directorio Asamblea Institucional Representativa

	
	Ing. José Alberto Díaz, Profesor, Escuela de Ingeniería en Electrónica

	
	Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, Profesora de la Escuela de Administración de Empresas

	
	

	DE:
	Máster Sonia Barboza F. Presidenta a.i Consejo Institucional

	
	

	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2603, Artículo 12, del 16 de abril del 2009.  Respuesta al “Recurso de adición y aclaración a la solicitud de recusación / Incidente de nulidad absoluta de los procedimientos 02-2007 y 11-2007/ Denuncia pública” presentado por la Ingra. Ivonne Vásquez E. e Ing. José Alberto Díaz G.




Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:

Resultando:

1. El 12 de Febrero de 2009 se recibió en la Secretaría del Consejo Institucional el oficio suscrito por la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, Profesora de la Escuela de Administración de Empresas  y el Ing. José Alberto Díaz García, Profesor de la Escuela de Ingeniería en Electrónica, dirigido a la Asamblea Institucional Representativa y al Consejo Institucional denominado “Recurso de Adición y Aclaración a la Solicitud de recusación / Incidente de nulidad absoluta de los procedimientos 02-2007 y 11-2007 / Denuncia pública”

2. El 20 de marzo del 2009, mediante oficio SCI-155-2009, la Máster Sonia Barboza Flores, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración dirigió a la MBA. Hannia Rodríguez M., Directora del Departamento de Recursos Humanos una “Solicitud de certificación de información” en relación con los casos de la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, del Ing. José Alberto Díaz García y de los casos relacionados con el Sr. Luis Garita Pacheco, de la Escuela de Administración de Empresas y el Sr. Juan Pablo Quesada Cerdas, de la Escuela de Ciencias Sociales, casos que son aludidos por los gestionantes en el planteamiento de su recurso.

3. Al día de hoy, 16 de abril del 2009, no se ha recibido respuesta por parte de la MBA. Hannia Rodríguez M., Directora del Departamento de Recursos Humanos a la “Solicitud de certificación de información” planteada por la Comisión de Planificación y Administración mediante el oficio SCI-155-2009, indicado en el inciso anterior.


COMUNICACIÓN DE ACUERDO
Sesión Ordinaria No. 2603, Artículo 12, del 16 de abril del 2009
Página 2

4. El 14 de abril  del 2009,  mediante oficio SCI-182-2009, la Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora Legal del Consejo Institucional, remitió a la Máster Sonia Barboza Flores, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración su “Análisis Legal Recurso de Adición y Aclaración a la Solicitud de recusación / incidente de nulidad absoluta de los procedimientos 02-2007 y 11-2007/ Denuncia pública presentado ante el Consejo Institucional y la Asamblea Institucional Representativa en el mes de noviembre de 2008 de manera conjunta por los Ings. Ivonne Vásquez Esquivel y José Alberto Díaz García contra jerarcas de la Institución”.  

Considerando:

I. Respecto al Principio de Justicia Pronta y Cumplida

1. Desde el punto de vista de los plazos en que se debería haber dado respuesta a los gestionantes previamente citados, se ha rebasado toda posibilidad de dar cumplimiento cabal, al  Principio de Justicia Pronta y Cumplida hoy día vigente en el ordenamiento jurídico.

Este incumplimiento se ha generado desde actuaciones tanto de los señores Vásquez y García, mediante la tramitación de una solicitud de suspensión de plazos, como del accionar del ente colegiado a través de la Comisión encargada de la tramitación del asunto.

Respecto al  Principio de Justicia Pronta y Cumplida, la Constitución política indica lo siguiente:

Artículo 41. Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.

2. Respecto a este tema, el Dr. Rubén Hernandez Valle en su obra CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA, comentada y anotada; 1 edición, San José, Editorial Juricentro, 1998 señala:

“Este Principio (de Justicia Pronta y Cumplida) es también aplicable a la Administración Pública, por lo que ésta tiene la obligación de resolver las solicitudes de los ciudadanos dentro del término que establece la ley, de modo que, si por alguna razón no puede hacerlo, debe poner esa circunstancia  en  conocimiento  del  interesado  e  indicarle, al menos,  el  trámite  que  se  le ha

COMUNICACIÓN DE ACUERDO
Sesión Ordinaria No. 2603, Artículo 12, del 16 de abril del 2009
Página 3

dado a su gestión y la posible fecha en la que se resolverá.

II. Respecto al principio de “Trato Justo”

3. El Estatuto Orgánico en su artículo 18 inciso k señala “… Son funciones del Consejo Institucional… Velar por un trato justo para todos los miembros de la comunidad…”, norma que se le impone con carácter de obligatoriedad, a los miembros de este órgano.

4. El “Trato Justo” se define como “… El conjunto de reglas y normas que establecen un marco adecuado para las relaciones entre personas e instituciones, autorizando, prohibiendo y permitiendo acciones específicas en la interacción de individuos e instituciones…La Justicia no es el dar o repartir cosas a la humanidad, sino el saber decidir a quien le pertenece esa cosa por derecho. La Justicia es ética, equidad y honradez. Es la voluntad constante de dar a cada uno lo que es suyo. Es aquel sentimiento de rectitud que gobierna la conducta y hace acatar debidamente todo los derechos de los demás…”, aspectos que el órgano colegiado debe corroborar que estén presentes en las situaciones que se le someten a su consideración bajo este inciso. 

III. Respecto al fondo del planteamiento contenido en los recursos interpuestos

5. Para referirse a este aspecto, es importante transcribir parte del planteamiento del Ing. Díaz García, uno de los denunciantes, quien expresa lo siguiente:

“c. En el ITCR tenemos al menos un caso de un profesor docente al que se le siguió un procedimiento disciplinario por agresión sexual, el cual contó con un Órgano Director conformado por (1) la Vicerrectora de VIESA la cual había sido docente por muchísimos años, (2) una psicóloga de VIESA, (3) una representante del Programa de Equidad de Género, (4) una representante de la FEITEC, (5) una representante de la AFITEC. Este Órgano Director calificó la conducta del profesor imputado como falta grave y recomendó una sanción de suspensión de una semana sin goce de salario; además, como era interino recomendó no volverlo a contratar… 

Con el fin de comparar el caso bajo el concepto de igualdad en cuanto al procedimiento llevado y la sanción impuesta, estrato y sanción impuesta es totalmente diferente, en mi contra, al compararlo con el caso de los funcionarios  Sr. Luis Garita Pacheco de la Escuela de Administración de Empresas y con el caso del Sr. José Pablo Quesada Cerdas de la Escuela de Ciencias Sociales, en donde por hechos de gravedad superiores  a  los  que se  me  encontró   responsable   en  este   procedimiento,  se   impusieron sanciones mucho más leves  
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a las que se me impusieron a mí, de acuerdo a las siguientes consideraciones de carácter general:

	Ing. Jose Alberto Díaz  Escuela de Electrónica
	Prof. José Pablo Quesada Escuela de Ciencias Sociales
	Prof. Luis Alejandro Garita Pacheco de la Escuela de Administración de Empresas

	Se le imputan hechos que presuntamente califican como agresión psicológica
	Se le imputan hechos que presuntamente califican como acoso sexual
	Se le imputan hechos que presuntamente califican como discriminación en razón del parentesco.


	El órgano director esta formado por la directora de Recursos Humanos y una subalterna con funciones secretariales.
	El órgano director está conformado por la Vicerrectora de VIESA, una psicóloga, una representante de Equidad de Género, una estudiante, una representante de la AFITEC.
	El órgano investigador es el director José Martínez Villavicencio.

	Estos hechos se dan como probados en un procedimiento ordinario
	Estos hechos se dan como probados en un procedimiento ordinario
	Estos hechos se dan como probados en la investigación preliminar

	El órgano director  recomienda el despido.
	El órgano director recomienda una sanción de 8 días sin goce de salario y que no se le vuelva a contratar dado que su nombramiento es interino.
	El director José Martínez Villavicencio le impone una amonestación escrita con copia al expediente.


	El Rector aplica una suspensión de seis meses sin goce de salario.

	No consta en el expediente foliado y certificado el acto final que se dictó en este procedimiento, por lo que se solicita: pedir a Recursos Humanos, informe  si se cumplió o no la sanción que recomendó el órgano director; pedir al Rector, informe si dictó acto final o no, en este procedimiento.
	

	
	Actualmente es profesor con nombramiento a tiempo indefinido.
	Solicito verificar y comparar el nombramiento de este docente, antes y después de la denuncia…”
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IV. Respecto al trámite que procede dar a los recursos interpuestos


6. En relación con la atención dada por el Consejo Institucional a este caso, es importante señalar que, la prueba solicitada con suficiente antelación por la Comisión de Planificación y Administración, la MBA. Hannia Rodríguez M., Directora del Departamento de Recursos Humanos mediante el oficio SCI-155-2009, (“Solicitud de certificación de información”), a esta fecha, 16 de abril del 2009, aún no ha sido recibida, razón que le impide conocer la veracidad de los hechos planteados.
[bookmark: gjdgxs]
7. En cuanto a la confidencialidad de las actuaciones contenidas en la “Denuncia” planteada por los gestionantes, es importante tener en cuenta la resolución de Sala Constitucional contenida en la Sentencia 2005-00756 de las 9:58 horas del 28 de enero de 2005, en la cual resumidamente se indica lo siguiente: 

“… El artículo 24 de la Constitución Política le garantiza a todas las personas una esfera de intimidad intangible para el resto de los sujetos de derecho, de tal forma que aquellos datos íntimos, sensibles o nominativos que un ente u órgano público ha recolectado, procesado y almacenado, por constar en sus archivos, registros y expedientes físicos o automatizados, no pueden ser accedidos por ninguna persona por suponer ello una intromisión o injerencia externa e inconstitucional… con el propósito de garantizar el acierto y éxito de la investigación y, ante todo, para respetar la presunción de inocencia, el honor y la intimidad de las personas involucradas.” 

8. En relación con el fondo de la denuncia planteada, la “materia laboral” y el “trato justo”

a. Cabe señalar que, a pesar de la gravedad de los hechos denunciados, los cuales están indisolublemente relacionados con los temas de trato justo, los gestionantes interponen una serie de reclamos de naturaleza estrictamente laboral, materia sobre la cual el Consejo Institucional carece de competencia para conocer y resolver, por lo que tales reclamos no podrían ser abordados de manera adecuada por este órgano colegiado.

b. Por tal motivo, si en este momento el Consejo Institucional se avoca a resolver esta solicitud desde el punto de vista de la función de “Velar por el 
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trato justo” (Estatuto Orgánico, Artículo 18, inciso k), eso podría tener, al menos, dos consecuencias: 

i. Invadir la competencia del Rector en materia laboral, la cual es exclusiva del superior.

ii. Invalidar, o como mínimo obstaculizar, las gestiones que le compete realizar a la Asamblea Institucional Representativa, que es el órgano colegiado encargado, en primera instancia, de iniciar un proceso disciplinario en contra del Rector.

c. Por tal motivo, es conveniente señalar que la Asamblea Institucional Representativa en su calidad de superior jerárquico del Rector en materia disciplinaria debería abocarse a analizar la vinculación existente entre los “aspectos laborales” y los “aspectos de trato justo”, contemplados en la denuncia planteada, con el fin de determinar si éste fue violentado a raíz de los graves hechos que denuncian los gestionantes y actuar acorde con los deberes y principios que regentan la función pública, en todas sus áreas de acción y comunicar si su decisión fuese la existencia de un trato desigualitario, al Consejo Institucional para que éste proceda a fiscalizar lo decidido por la Asamblea Institucional Representativa en lo que respecta a lo dispuesto por el Artículo 18 inciso k del Estatuto Orgánico.

d. No obstante lo anterior, es importante hacer ver que últimamente la Asamblea Institucional Representativa ha rechazado “ad portas” los asuntos remitidos a ese órgano colegiado por parte del Consejo Institucional para la respectiva resolución, hecho que podría tener varias consecuencias, entre ellas que tal decisión se torne ineficaz, máxime si se tiene en cuenta que este caso podría eventualmente llegar a Sede Jurisdiccional y ahí podría denotarse la ineficacia de las decisiones tomadas por el máximo jerarca colegiado institucional.

9. Adicionalmente, en vista del incumplimiento del Departamento de Recursos Humanos en cuanto a suministrar a la Comisión de Planificación y Administración la información solicitada, se le imposibilita verificar si efectivamente de acuerdo con los hechos expuestos en el “Recurso de Adición y Aclaración a la Solicitud de recusación / Incidente de nulidad absoluta de los procedimientos 02-2007 y 11-2007 / Denuncia pública”, se ha violentado el principio del “trato justo”.
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V. Respecto a las potestades de la Asamblea Institucional Representativa en relación con este caso.


10. En vista de que el Consejo Institucional carece de autoridad disciplinaria sobre el Rector, cuando este órgano colegiado reciba una denuncia por parte de algún otro ciudadano o administrado en asuntos de involucre la toma de decisiones  sobre   el  Rector  en  materia  disciplinaria, la acción  del  Consejo 
Institucional en un primer momento se reduce a trasladar la citada gestión ante la Asamblea Institucional Representativa, que es órgano que detenta la potestad disciplinaria en primera instancia sobre el Rector, la cual debe valorar la procedencia de trasladar el expediente y la causa ante la Asamblea Institucional Plebiscitaria, para que proceda tal a tomar una resolución definitiva según lo establece el Estatuto Orgánico.

11. Al Consejo Institucional no le compete entrar a analizar los posibles acciones que podrían aplicarse al MSc. Eugenio Trejos Benavides  en su condición de máxima autoridad en materia laboral, ya que realizar tal análisis corresponde de manera exclusiva a la Asamblea Institucional Representativa, autoridad a la que, conforme al Estatuto Orgánico, le compete ejercer la acción disciplinaria sobre el Rector y sobre los miembros del Consejo Institucional.

12. Dado que la normativa interna no detalla de manera precisa una gradación respecto a las posibles sanciones disciplinarias que pueden aplicarse al Rector, ya que esta solo prevé la separación del cargo producto de la responsabilidad disciplinaria que pudiera caberle al MSc. Trejos Benavides por su actuación en los hechos señalados en la denuncia planteada, al Consejo Institucional le corresponde hacer la prevención a la Asamblea Institucional, en sus instancias Representativa y Plebiscitaria, respecto al deber de utilizar los mecanismos previstos en la ley para tales efectos.

SE ACUERDA:

a. Prevenir a todos los integrantes del Consejo Institucional, así como a los demás funcionarios de esta dependencia, que están en la obligación de velar por mantener la confidencialidad de toda la información y diligencias relacionadas con las actuaciones contenidas en el “Recurso de Adición y Aclaración a la Solicitud de recusación / Incidente de nulidad absoluta de los procedimientos 02-2007 y 11-2007 / Denuncia pública” presentado por la Ingra. Ivonne Vásquez Esquivel y por el Ing. José Alberto Díaz García,  referida a  la  actuación  del  MSc. Eugenio
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Trejos Benavides, en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica y otros jerarcas de esta Institución.

b. Encomendar al Departamento de Recursos Humanos que la información solicitada en el oficio SCI-155-09 del 20 de marzo del 2009 sea entregada al Directorio de la AIR, con copia a este Consejo, en razón de que este caso está siendo trasladado por el Consejo Institucional a esa instancia para su respectivo análisis.

c. Trasladar las gestiones relacionadas con el presente caso ante la Asamblea Institucional Representativa, en su condición de superior jerarca disciplinario del Rector, con el fin de que ese órgano institucional, de manera facultativa, decida si procede a formalizar las siguientes acciones:

i. Realizar una averiguación que conduzca a obtener de la verdad real de los hechos expuestos en el “Recurso de Adición y Aclaración a la Solicitud de recusación / Incidente de nulidad absoluta de los procedimientos 02-2007 y 11-2007 / Denuncia pública”, en observancia estricta del debido proceso legal, cuidando los plazos de prescripción que cuentan con su correlativa sanción en caso de ser inobservados.

ii. Proceder, como en derecho corresponde, en lo que respecta al MSc. Eugenio Trejos Benavides y a los alcances de la investigación preliminar referida a los hechos expuestos en el “Recurso de Adición y Aclaración a la Solicitud de recusación / Incidente de nulidad absoluta de los procedimientos 02-2007 y 11-2007 / Denuncia pública”.

iii. Analizar la procedencia de atender las diferentes solicitudes planteadas por   los gestionantes Vásquez Esquivel y Díaz García en documento antes mencionado.

iv. Iniciar las acciones conducentes a garantizar las condiciones de “Trato justo” que considere procedentes en este caso.

v. Realizar las acciones que permitan dictaminar la procedencia de la nulidad absoluta de los procedimientos disciplinarios 02-2007 y 11-2007.

vi. Proceder a cuantificar el daño económico causado a las arcas públicas, derivado de la Resolución N° 2008-009030 de las 18:29 horas del 29 de mayo del 2008 de la Sala Constitucional, solicitando este estudio a la Auditoría Interna y realizar todas las gestiones que considere pertinentes, para devolver estos dineros a la caja única del ITCR.
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vii. De considerarlo procedente, realizar todas las gestiones que considere pertinentes, para   que se sienten las  responsabilidades  administrativas y  disciplinarias, a  los funcionarios responsables, derivado de la Resolución N° 2008-009030 de las 18:29 horas del 29 de mayo del 2008 de la Sala Constitucional.

viii. De considerarlo procedente, iniciar las acciones civiles, penales y/o administrativas   necesarias  para   resarcir  los   presuntos  daños  y  perjuicios causados a la Administración y/o a los gestionantes, en estricto apego a la normativa vigente atinente al caso.

d. Remitir al Directorio de la Asamblea Institucional Representativa este acuerdo y una copia del expediente completo de este caso, debidamente foliado, que se encuentra en poder del Consejo Institucional una vez que se hayan cumplido las siguientes dos condiciones:

i. Este acuerdo haya adquirido firmeza.
ii. Se hayan cumplido los plazos dispuestos por ley para interponer los recursos administrativos que corresponda.

e. Solicitar a la Auditoría Interna proceder como la ley lo establece, dentro de su ámbito de competencia, respecto a los alcances relacionados con este caso. 

f. Comunicar al MSc. Eugenio Trejos Benavides y a los gestionantes Vásquez Esquivel y Díaz García que, contra los acuerdos tomados por el Consejo Institucional cabe el recurso de revocatoria solo, o conjuntamente con el de apelación, dentro de los tres días hábiles siguientes al de la comunicación formal o notificación del acuerdo.

g. Notificar este acuerdo a los gestionantes y remitirles copia del oficio SCI-182-2009, del 14 de abril  del 2009,  que contiene mediante el “Análisis Legal Recurso de Adición y Aclaración” realizado por la Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora Legal del Consejo Institucional, para que puedan utilizarlo como insumo para la decisión que tomen producto de este acuerdo, en el lugar de notificaciones señalado por éstos en el documento mediante el cual interpusieron el recurso y plantearon la denuncia respectiva.

h. Comunicar.  ACUERDO FIRME.

YZV/apmc

ci.   Secretaría del Consejo Institucional
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